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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 344/2022-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: JOSUE IRAN DERREZA NAVARRO.  
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ. 

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., treinta de septiembre de dos mil veintidós.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 344/2022-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del trece de mayo de dos mil veintidós, se tuvo a JOSUE IRAN DERREZA NAVARRO, demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, José Domingo Lucio García.     
Acto que se impugna.- “La boleta de infracción con número de folio BB 06471 de fecha 25 de marzo de 2022.” 
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las nueve horas del veintisiete de junio del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por la parte demandada, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como tal el siguiente:  
“La boleta de infracción con número de folio BB 06471 de fecha 25 de marzo de 2022.” 

En ese sentido, la existencia de dicho acto se acredita con el documento visibles a foja 12 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda JOSUE IRAN DERREZA NAVARRO,   demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita, se debe de tomar en cuenta que en el acto impugnado se indica como destinatario al conductor Juan José Ferrer Derreza.

Así mismo se indica como destinatario al propietario del vehículo Mazda Sedán, Color Negro y con Placas de Circulación UWJ-266-X, de esta Entidad Federativa y que lo es el actor JOSUE IRAN DERREZA NAVARRO, lo que justifica con la factura número U2177, expedida por SAN LU MOTORS, S DE R.L DE C.V., la cuál obra agregada en autos a foja 15 del expediente en que se actúa, por lo que entonces es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada la misma,  se encuentra acreditada en este jucio, conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja 39 de este expediente.

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 04 a la 08 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.

El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada Policía Vial, invoca las causales de improcedencia  y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracciones VI y IX  en relación con los numerales 24, 231 y 239 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que el acto que se impugna contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar, que no se violaron las garantías  consagradas en los artículos 14 y 16 de Nuestra Carta Magna, esto es que se encuentra fundado y motivado.

A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad. 

SEXTO.- Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es importante señalar que el demandante, en su escrito original de demanda, particularmente en el capítulo de HECHOS, dejó de manifiesto que:

1.- En fecha 25 del mes de marzo del año 2022, me fue impuesta una infracción mediante la boleta de folio BB06471…” 

2.- En ese mismo momento al emitir el acto impugnado a nombre del C. Juan José Ferrer Derreza, sin previa notificación, orden o mandamiento escrito emitido por autoridad competente o casua justa para ello, fue desposeído del vehículo  …” 

Atentos a lo anterior, se tiene que el actor primeramente dice que el 25 del mes de marzo del año 2022, le fue impuesta una infracción mediante la boleta de folio BB06471, para después confesar que el acto impugnado es a nombre del C. Juan José Ferrer Derreza, o sea, una persona diversa a este juicio. 

 
Lo anterior se confirma con los Conceptos Primero y Segundo que hace valer el demandante dentro de los que hace valer agravios en el siguiente sentido:  

1.- Que la boleta de infracción no se encuentra debidamente fundada y motivada, pues es omisa en establecer las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que fue cometida la supuesta falta que se le atribuye al C. Juan Jose Ferrer Derreza. 
2.- Que con el acto en mención, la autoridad demandada deja al actor  en estado de indefensión porque sin casua justificada, no se le notificó con las formalidades escenciales debidas.

3.- Que no fue plasmado en dicho acto cómo fue que la autoridad se precató de la supuesta infracción que le fue atribuida a Juan José Ferrer Derreza, ya que en la misma no se encuentran las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que fue cometida la supuesta falta, así como la adecuación de éstas y las hipótesis normativa actualizada.
4.- Que la demandada no le dio a conocer a detalle y de manera completa, la escencia de las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de autoridad, toda vez que dice que la boleta de infracción no fue elaborada de forma pormenorizada. 
5.- Que el policía únicamente se limitó a rellenar el recuadro identificado como INFRACCIONES, agregando en puño y letra lo siguiente: “MANEJAR EN ESTADO DE EBRIDAD” sin hacer referencia a algún certificado médico, o en su defecto a la relación pormenorizada de los hechos motivo de la infracción, dado que solo se limitó a escribir los artículos y abreviaturas de la ley en que funda su acto. 
6.- Dice el demandante que el Policía Via omitió señalar si se le realizó un exámen de alcoholemia o de alcoholimetría, pues desconoce si el supuesto estado de ebriedad se determinó considerando el grado de alcohol en sangre.

7.- Que es el caso que no existen elementos con bases sólidas para llegar a determinar el estado de ebriedad que le fue atribuida al C. Juan José Ferrer Derreza. 

8.- Que en ese contexto, es claro que la autoridad demandada vulneró en su perjuicio lo dispuesto en los numerales 171 y 172 fracción II inciso A, del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí.

9.- Que las referencias y dispositivos reglmentarios asentados en la boleta de infracción, de ninguna manera le reflejaron certeza, menos aún lo correspondiente a una adecuada fundamentación y motivación que debe de prevalecer en todo acto de autoridad.(F. 06 Y 07)
Pues bien, de acuerdo a la forma en que fueron planteados los agravios a que se hace referencia, si bien es cierto que se encuentran encaminados a combatir la boleta de infracción, no menos cierto lo es que no es al actor a quien le nace el derecho de llevar a cabo acciones tendientes a su impugnación.

Es cierto que de acuerdo a lo que fue señalado en el Resultando  Tercero de esta resolución, el actor acreditó tener legitimación para demandar en este juicio por ser propietario del vehículo Mazda Sedán, Color Negro y con Placas de Circulación UWJ-266-X, de esta Entidad Federativa y con el que se cometió la infracción contenida en el acto que se impugna.
Sin embargo, ello es insuficiente para que le nazca el derecho de impugnar una conducta que en forma personal y directa le fue atribuída al entonces conductor C. Juan José Ferrer Derreza, tal y como así se acredita con el mismo acto impugnado, en donde se hace constar que éste, se encuentra directmente dirigido a la persona en cita.

Entonces, es el C. Juan José Ferrer Derreza, quien tiene el interés jurídico para llevar a cabo acciones tendientes a combatir y destruír la legalidad del acto señalado como impugnado, por ser a esta persona a quien se le afectó en su esfera jurídica de derechos.     
Además, el hecho de que el actor haya acreditado la propiedad del vehículo con el que se cometió la infracción, ello no le alcanza  para comparecer en nombre y representación de quien cometio la conducta infractora, por lo que entonces, si como lo confiesa el actor que la supuesta falta se le atribuyó al C. Juan Jose Ferrer Derreza, es a dicha persona a la que en todo caso se le debió de notificar y dar a conocer a detalle y de manera completa, la escencia de las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de autoridad, no así al actor Josue Iran Derreza Navarro.
Si el policía se limitó a rellenar el recuadro identificado como INFRACCIONES, agregando en puño y letra lo siguiente: “MANEJAR EN ESTADO DE EBRIDAD” sin hacer referencia a algún certificado médico, ello no le genera perjuicio alguno al actor, puesto que no es él quien tiene la titularidad de ese derecho, sino el conductor del vehículo con el que se cometió la infracción, quien en todo caso, tiene el derecho para combatir esa cicunstancia.  
De la misma manera, a quien se le debió de realizar un exámen de alcoholemia o de alcoholimetría, fue al C. Juan Jose Ferrer Derreza, por ser el directamente responsable de la conducta que se hace constar en el acto que se impugna y es él quien en todo caso conoce la existencia de elementos con bases sólidas que determinaron a la demandada el estado de ebriedad que le fue atribuida.  

Lo asterior es así, puesto que el conductor de un vehículo, es responsable administrativamente de las infracciones de tránsito vinculadas a su propia conducta durante la circulación, como lo fue el caso que nos ocupa, puesto que la conducta infractora en que incurrió el entonces conductor fue, Manejar en Estado de Ebriedad, conducta personalísima imputable solamente a quien conducía el vehículo.     

Es decir, el propietario responde como autor (presunto) de la infracción, no como responsable de la conducta de otro.
Entonces, no es cierto como lo manifiesta el actor, de que la autoridad demandada vulneró en su perjuicio lo dispuesto en los numerales 171 y 172 fracción II inciso A, del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, en primer lugar, porque no fue él en su calidad de conductor quien cometió la falta administrativa, en segundo lugar, porque no estuvo presente en el momento de ocurrida la conducta infractora. 
En cuanto a  lo que dice que las referencias y dispositivos reglmentarios asentados en la boleta de infracción, de ninguna manera le reflejaron certeza, ello no le causa perjuicio alguno, puesto que no es él el titular de los derechos que se afectaron con el acto de autoridad.

Es importante destacar que el interés legítimo del propietario, se genera a la luz de lo dispuesto por el artículo 85 de La Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí que establece lo siguiente:  

“ARTICULO 85. Los responsables por la comisión de las infracciones y, por tanto, acreedores a las sanciones a que se refiere este capítulo son: 

I. Los conductores, y

II. Los propietarios de los vehículos.” 
Siendo por tanto responsables solidarios tanto de las infracciones como de las multas que de ellas se generen, toda vez que con ello se configura la posibilidad de que la multa pueda se rexigida, indistintamente al infractor o al propietario; sin embargo en el caso que nos ocupa, se advierte que la multa fue cubierta con fecha 31 de marzo de 2022 por un tercero de nombre Juan José Ferrer Derreza y que además, la boleta de infracción fue consentida por el conductor, al no haberla impugnado.

En consecuencia, tenemos que el acto impugnado no le depara perjuicio alguno al actor, toda vez aue al haber sido cubierta la multa por un tercero y no haber sido combatida por el conductor, desapareció de su esfera jurídica la posibilidad de que la demandada pretenda hacer efectiva dicha sanción en su contra, situación que en su caso permitiría reconocer el interés con que comparece.         
 En conclusión, en virtud de que los conceptos de impugnación se encuentran dirigidos a combatir un acto que no afecta los intereses legítimos del actor, a juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, considera que el presente caso encuadra en la hipótesis de improcedencia prevista y señalada en el artículo 228 fraccipón II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice:  

ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor.”
En virtud de la improcedencia decretada, lo procedente es decretar el Sobreseimiento del presente asunto de acuerdo a lo que establece el artículo 229 fracción II, del Código en cita que dice:

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio: 

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterio.”
En virtud de que esta Primera Sala Unitaria ha decretado el Sobreseimiento  del presente asunto, resulta innecesario el estudio de los demás Conceptos de impugnación planteados por la parte actora, en razón de que el hacerlo, no  cambiaría  el  sentido  de  esta decisión. 

Queda sustentado lo anterior por analogía al caso concreto que se deduce, en el criterio  que dice: 

"CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO ASÍ COMO LOS DEMAS AGRAVIOS. 

Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la ley de Amparo, resulta innecesario el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.  

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO."

En cuanto a las pretensiones que hace valer el actor en su escrito de demanda de nulidad tal y como así se aprecia a foja 03 del expediente en que se actúa, las mismas resultan improcedentes, ya que para que éstas resultaran procedentes, se hacía necesario decretar la Nulidad del acto que se impugna, lo que no aconteció en el caso en particular. 

Aunado a lo anterior, quien efectuó el pago por concepto de la conducta contenida en la boleta de infracción lo fue el C. Luis Israel Derrez Navarro, persona ajena a la Litis, tal y como así se hace constar con la documental que obra agregada en autos a foja 13 del expediente en que se actúa.

 Por todo lo anteriormente señalado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 228 fracción II, 229 fracción II, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia, de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, por las razones contenidas en el Considerando Cuarto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS, FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES, CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES, EN FE DE LO CUAL SE EXTIENDE LA PRESENTE CERTIFICACION A LOS DIEZ DIAS DEL MES DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA  DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.

LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO.
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